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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, veinticinco (25) de enero de dos mil diecisiete (2017)
Aprobado por Acta No.0037
Hora: 1:30 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por la parte actora, el abogado Julián Uribe Pineda apoderado del señor Ernesto de Jesús García Cardona, contra del fallo emitido el 25 de noviembre  de 2016 por el Juzgado 4º Penal del Circuito de Pereira, dentro de la acción de tutela instaurada en contra de la Fiscalía General de la Nación, Ministerio de Justicia y del Derecho, Sociedad de Activos Especiales S.A.S SAE S.A.S. y la corregiduría de la Florida del municipio de Pereira.
2. RESUMEN DE LOS HECHOS
2.1. Informó el señor Julián Uribe Pineda que su poderdante el señor Ernesto de Jesús García Cardona es un hombre de 59 años de edad, campesino y padre cabeza de hogar con tres hijos, la mayor en estado de discapacidad física y cognitiva y el menor con apenas 12 años, afirmó que inició labores dedicadas al agro en la finca “La Conga” desde principios del año 2002, de propiedad de Fredy García Rubiano quien lo vinculó al régimen de seguridad social y pagaba sus salarios y prestaciones sociales, dicho empleador falleció el 6 de noviembre del 2008.
El 8 de diciembre de 2008 la Fiscalía General de la Nación incautó el inmueble antes aludido mediante acción jurídica de extinción de dominio, como quedó registrado en el oficio 5378 ED numeral 1°y 8° del acta de secuestro de la Fiscalía, a la misma diligencia asistieron representantes de la Dirección Nacional de Estupefacientes  DNE, quienes terminada la gestión dejaron al señor Ernesto de Jesús García como encargado del cuidado del predio, por lo que continuó laborando en el mismo y a la espera de que las entidades enunciadas respondieran por el pago de sus salarios, en especial del DNE por ser la que tenía la administración de dichos bienes.
Afirmó que su poderdante se enteró en el 2012 de la liquidación de la DNE, la que más a delante sería reemplazada por la Sociedad de Activos Especiales S.A.E. S.A.S., tras un contrato interadministrativo celebrado entre estos, la Nación y el Ministerio de Justicia y del derecho.  Por lo tanto, en septiembre 2013 el señor García Cardona solicitó a la DNE en Liquidación el pago de sus acreencias laborales, recibiendo respuesta negativa por parte de la S.A.E –S.A.S, quienes además ya lo habían visitado tratando de convencerlo de firmar un contrato de arrendamiento del inmueble.
Aseguró que la corregidora  de La Florida del municipio de Pereira le avisó a su mandante sobre la entrega efectiva, real y material de su inmueble aludido, sin respaldo jurídico que acreditara dicha actuación.  Así mismo, esa funcionaria llamó al señor García Cardona para notificarle una nueva visita en compañía de la S.A.E. S.A.S., quienes efectivamente se reunieron en el inmueble La Conga para realizar una supuesta entrega voluntaria del mismo, lo que consideró se hizo mediante artificios y en donde quedó anotado que el accionante era habitante irregular cuando este se ha dedicado al cuidado y mantenimiento del predio, pagando los servicios públicos y comprando elementos para su labor, por lo que el  señor García Cardona se negó a firmar el acta de la diligencia incautación, lo que se llevó a cabo el 28 de octubre de 2016.
Señaló que el sostenimiento del hogar de su mandante lo viene haciendo una hija, quien labora en ITACOL planta de alimentos contigua al predio La Conga, en donde se gana un salario mínimo mensual vigente con el que logran sobrevivir.
2.2.   Por lo anterior, solicitó: i) declarar que las entidades demandadas vulneraron al señor García Cardona los derechos fundamentales al debido proceso, vida digna de un adulto mayor en conexidad con los derechos al trabajo y la seguridad social; ii) que se ordene la procedencia de la acción de tutela como instrumento idóneo para exigir a las autoridades públicas que cumplan real y efectivamente las normas con fuerza material de ley y los actos administrativos, al considerar que la diligencia del 28 de octubre se encuentra viciada, toda vez que no se tuvo en cuenta que la FGN el mismo día que se incautó el inmueble ocupado por el señor Ernesto de Jesús García Cardona fue nombrado y ratificado por los delegatarios de la DNE como cuidador del precio, bajo las mismas condiciones que había venido desempeñando; iii) ordenar que la diligencia “identificada” con el comisorio No.737 del 22 de julio de 2016 y realizada el 28 de octubre de 2016 por la corregiduría de La Florida dependiente de la Secretaría de Gobierno del Municipio de Pereira no fue un acto de entrega voluntaria del ocupante, ya que el señor Carlos Eduardo Castilla Bravo de la S.A.E. S.A.S., actuando bajo presión y engaño, obligó a fijar como fecha el 29 de noviembre de 2016 como plazo para efectuar el desalojo del predio aludido; iv) que se tenga en cuenta la anotación que se hizo en el comisorio No.737 en el que el accionante dejó constancia ser respetuoso de la ley y someterse a ella, siempre y cuando se haya proferido una sentencia por un juez de la República; v) por tratarse de un par de adultos mayores con una hija minusválida y un menor de 12 años de edad en etapa escolar, se les debe amparar el derecho fundamental al debido proceso con base en  los siguiente: a) “facultad discrecional” ya que carece de justificación la diligencia mencionada al basarse en estudios técnicos carentes de análisis y diagnóstico, por cuanto la corregidora de La Florida no analizó de fondo las pruebas y testimonios del ocupante, b) “falsa motivación” al fundamentar el acto en razones técnicas carentes de justificación, pues no allegaron argumentos fácticos ni sentencia judicial y c) la sociedad S.A.E. S.A.S. presta la misma función de los cargos existentes de la DNE. “Contrato laboral” prohibición para cumplir de forma permanente las funciones propias del cargo existente y vi) declarar que se ha vulnerado el derecho a una vida digna en conexidad con los derechos al trabajo y a la seguridad social, por lo que ha existido desde el año 2002 un contrato laboral a término indefinido y que ha sido objeto de sustitución patronal. 
2.3. Se tuvieron en cuenta los documentos allegados con la demanda, visibles a folio 13 al 37.

3. RESPUESTAS A LA DEMANDA 
3.1. DIRECCIÓN SECCIONAL DE RISARALDA – FGN
Informó que se había dado traslado de la presente acción de tutela a la doctora Socorro Álvarez Meneses, Jueza Segunda Penal del Circuito Especializada para la Extinción de Dominio de Bogotá, toda vez que ese despacho tiene a su cargo la precitada investigación (Fl. 50).
Adjuntó copia del oficio dirigido al despacho judicial mencionado (Fl. 51)

3.2. MINISTERIO DE JUSTICIA Y DEL DERECHO

Consideró que esa entidad no es la encargada de acceder a las pretensiones de la accionante, toda vez que no tiene la responsabilidad de administrar los bienes que pertenecen al Fondo para la Rehabilitación, Inversión Social y Lucha contra el Crimen Organizado “FRISCO”, pues la misma fue asignada a la Sociedad de Activos Especiales SAE de acuerdo al artículo 90 de la ley 1708 de 2014.  Por tal razón, solicitó la desvinculación de la presente demanda de tutela ante la falta de legitimación en la causa por pasiva (Fls. 53-55)

Paras sustentar sus dichos allegó los documentos pertinentes (Fls. 56-62)

3.3. FISCALÍA 42 ESPECIALIZADA – DIR. DE EXTINCIÓN DE DOMINIO

Explicó la naturaleza de la acción del extinción de dominio para concluir que la misma no va dirigida a perseguir personas sino bienes, que de resultar afectados a través de alguna medida cautelar, faculta  a los titulares de sus derechos reales a ejercer todos los mecanismos de defensa contemplas en la Constitución y la Ley para demostrar su calidad de tercero de buena fe exentos de culpa, por lo que resulta ser una acción de carácter real.

Informó que  la diligencia donde aparecen vinculados los bienes identificados con la matrículas inmobiliarias Nos.290-62088 y 290-152714 fueron sujetos a trámite de extinción de dominio que culminó su etapa instructiva, por lo que fueron remitidas al Juzgado 2º Penal del Circuito Especializado de Dominio de Bogotá mediante el 5 de mayo de 2014 para la respectiva etapa procesal ulterior. 

Consideró que la presente acción no tiene vocación de prosperar, en el entendido que los bienes que en apariencia ocupa el accionante se encuentran cuestionados en su origen, por lo tanto, solicitó que se niegue el amparo invocado. (Fls. 64 y 65)

3.4. SUBSECRETARÍA Y CONVIVENCIA CIUDADANA CORREGIDURÍA LA FLORIDA

Se refirió a cada uno de los hechos expuestos por el accionante e indicó que al mismo se le había notificado sobre la diligencia de entrega del inmueble de manera voluntaria, de tal manera, que no se hizo de sorpresivamente ni por medio de artificios como lo indicó el actor, quien efectivamente es un habitante irregular, al no haber presentado documento alguno que lo acreditara como arrendatario, depositario u otro vínculo laboral o similar.

Por lo tanto, consideró que esa dependencia no ha vulnerado derechos fundamentales al accionante. (Fls. 68 y 69)

3.5. SOCIEDAD DE ACTIVOS ESPECIALES S.A.  – SAE S.A.
Explicó las funciones de Policía Administrativa de que posee esa entidad, según delegación que en tal sentido hizo el Ministerio de Justicia y del Derecho por considerar que para efectos de llevar a cabo la función de administración del FRISCO, es necesario contar con la mencionada facultad legal, en materia de cumplimiento de decisiones judiciales proferidas en procesos de extinción de dominio.

Por lo tanto, consideró  que esa entidad no ha vulnerado los derechos invocados por el accionante, no sólo porque ha cumplido con la función de administrador del FRISCO sino por cuanto se trata de una ocupación ilegal sobre un bien que fue declarado extinto a favor de la Nación, además que el actor no se ha demostró un perjuicio ni daño irreparable. En tal sentido, solicitó desestimar las pretensiones del actor (Fls. 71 y 72).
3.6. JUZGADO 2º PENAL DEL CIRCUITO DE EXTINCIÓN DOMINIO DE BOGOTÁ
Informó que el proceso relacionado en la presente demanda de tutela es el No.2013-049-2, con radicado No.5398 de la FGN, fue tramitado bajo los parámetros de la Ley 793 de 2002 en el que la Fiscalía 3ª Especializada dio inicio a la extinción de dominio sobre varios bienes, entre ellos los identificados con la matrícula inmobiliaria No.290-62088 y 290-152714 denominados predios La Conga, el que se encuentra en ese despacho judicial pendiente de emitir la sentencia correspondiente.
Indicó que sobre los mencionados inmuebles desde la etapa de investigación, se habían decretado medidas de embargo, secuestro y suspensión del poder dispositivo, quedando hoy en día  a cargo de la SAE.

Señaló que no se pronunciaba sobre los hechos relacionados con contratos laborales, de arrendamiento o pagos de acreencias laborales por no ser de competencia de esa jurisdicción (Fls. 78 y 79).
Adjuntó copia de las resoluciones proferidas por la FGN (Fls. 80-129).

4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 25 de noviembre de 2016 el Juzgado 4º Penal del Circuito de Pereira, resolvió declarar improcedente la acción de tutela instaurada por el señor Ernesto de Jesús García Cardona, por cuanto el accionante no probó estar frente un perjuicio irremediable  supuesto necesario para haber amparado sus derechos fundamentales como mecanismo transitorio. (Fls. 131-134)

El señor Julián Uribe Pineda, apoderado del accionante fue notificado personalmente del contenido del fallo de tutela el 28 de noviembre de 2016 (Fl. 141). 

5. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término para presentar la impugnación de primera instancia, el 29 de noviembre de 2016, el abogado Julián Uribe Pineda, apoderado del señor García Cardona indicó que en la decisión del A quo tenía dos defectos fácticos por la no valoración del acervo probatorio en atención a que la corregidora de La Florida no adjuntó a expediente el despacho comisorio de un juez de la República que indicara que efectivamente se había llevado a cabo una orden de desalojo del inmueble mencionado en la demanda y por valoración defectuosa del material probatorio, en el sentido de no haber tenido en cuenta la prevalencia del interés del menor, de una persona discapacitada y de un adulto mayor, lo cual quedó demostrado dentro del plenario  (Fls. 143-145).
6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

6.2. Problema jurídico y solución al caso en concreto 

Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia se hizo observando los parámetros legales y constitucionales o si hay lugar a revocar el numeral primero de la providencia, tal como lo solicitó el accionante. 

6.3.  La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
6.4. Sea  lo primero indicar que la Corte Constitucional ha identificado seis causales  específicas de  improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i) Existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus.

iii) Protección de derechos colectivos.

iv) Casos de daño consumado.

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez
;  la  tutela contra sentencias de tutela
 y la tutela temeraria
.

6.5. La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes
, lo cual  obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela.
 De acuerdo con este requisito, la acción de tutela solo será procedente cuando: “(i) no exista en el ordenamiento jurídico un mecanismo judicial, o (ii) existiendo sea ineficaz y/o (iii) inidóneo. En todo caso, (iv) será procedente de manera transitoria cuando se constate la existencia de un perjuicio irremediable. Pues bien, en materia laboral el requisito de subsidiariedad adquiere una connotación particular. La Corte ha sostenido que cuando se trate de controversias relativas al derecho al trabajo, la acción de tutela en principio no es el mecanismo adecuado para debatirlas pues en “el ordenamiento jurídico colombiano prevé para el efecto acciones judiciales específicas cuyo conocimiento ha sido atribuido a la jurisdicción ordinaria laboral y a la de lo contencioso administrativo, según la forma de vinculación de que se trate, y afirmar lo contrario sería desnaturalizar la acción de tutela, concretamente su carácter subsidiario y residual”.  (Subrayas nuestras)
6.6.  SOLUCIÓN AL CASO EN CONCRETO
6.6.1.  En el caso sub examine, la Sala advierte que la demanda de tutela está encaminada por un lado a que se ordene a las autoridades demandadas que reconozcan al señor Ernesto de Jesús García Cardona como la persona a cargo de la finca La Conga, teniendo en cuenta que desde el año 2002 viene haciendo labores de mantenimiento y agricultura en dicho inmueble,  junto con su familia conformada por su esposa, dos hijas mayores de edad, una de ellas discapacitadas y un menor de edad, quien se encuentra estudiando. Lo anterior, por cuanto el dueño del predio, señor Fredy García Rubiano, mantuvo al actor afiliado al sistema de seguridad social y le pagaba los salarios y prestaciones sociales; es decir, que se reconozca la sustitución patronal ante la incautación que del predio aludido hizo la FGN y que ahora se encuentra administrado por la Sociedad de Activos Especiales S.A.E. S.A. Por otra parte, el accionante manifestó su inconformidad con la diligencia de entrega efectiva y material del inmueble La Conga llevada a cabo por la corregidora de La Florida adscrita al municipio de Pereira, ya que consideró que no se hizo con fundamento en una sentencia judicial, sino de forma irregular y arbitraria de esa funcionaria pues insiste que cuando la FGN incautó el predio La Conga, el actor fue encargado del mismo, por lo cual su permanencia en esa finca es legal.

6.6.2. Frente a lo primero, debe indicarse que la S.A.E. S.A. ya le había contestado al señor García Cardona mediante comunicado radicado al No.001859 del 18 de septiembre de 2013, que esa sociedad en calidad de administradora del inmueble denominado La Conga, identificado con matrícula No.290-62088 ubicado en la vereda San José de Pereira, sus actuaciones se limitaban a la administración y comercialización de los bienes asignados por la DNE, por lo que no ostentaba la potestad para realizar una sustitución patronal respecto de los inmuebles que se encuentran bajo su administración, y que tampoco había requerido de sus servicios, por lo que nunca se firmó un contrato laboral del cual surgiera a la vida jurídica (folio 28).  Frente a esta pretensión,  la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha señalado que por regla general no procede la acción de tutela cuando se trata de satisfacer pretensiones de contenido patrimonial o económico, ni acreencias laborales, pues para ello el legislador ha previsto mecanismos ordinarios para su reclamo. En tal virtud, dicho Tribunal Constitucional indicó lo siguiente: 
“El amparo laboral, en lo que concierne al pago oportuno de los salarios adeudados, tiene carácter excepcional. En primer término, la vía de la tutela sólo se reserva para situaciones límite en las que la falta de pago del salario expone al trabajador a sufrir una situación crítica económica y psicológicamente. En segundo término, la tutela es procedente, “siempre que concurran las condiciones de procedibilidad de la misma”, esto es, cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.  (Subrayas propias)
De otro lado, se reconoce el carácter subsidiario de la acción de tutela, que no puede desconocerse a riesgo de que la jurisdicción constitucional olvide su verdadero cometido institucional y termine por invadir de manera ilegítima e inconveniente la competencia constitucional y legal de la jurisdicción ordinaria. Ni la Corte Constitucional, ni los jueces de tutela, pueden ni deben sustituir a los jueces de la jurisdicción ordinaria encargados de ordenar la ejecución y pago de las deudas laborales y demás derechos de los trabajadores”  (Sentencia T-335 de 2015)
6.6.3.  De acuerdo al precedente jurisprudencial, la Sala considera que el señor García Cardona tiene a su disposición otro medio judicial para hacer valer sus derechos laborales, por lo que en este caso en concreto la acción de tutela es improcedente para ordenar el reconocimiento y pago de salarios o declarar la existencia de un contrato laboral o sustitución patronal, toda vez que el actor no acreditó estar frente a un perjuicio irremediable, si se tiene en cuenta que su empleador inicial falleció el 6 de noviembre de 2008 y en el mes de diciembre de ese mismo año el inmueble donde ha permanecido trabajando el señor García Cardona fue incautado por la FGN. Lo que significa que el accionante ha podido sobrevivir económicamente con su familia, tal como lo reconoció cuando puso en conocimiento que una hija  colabora con los gastos del hogar con lo que devenga en la planta de alimentos concentrados Italcol.
6.6.4. Ahora bien, en lo que atañe a los motivos de reproche del accionante, en los que insiste que la actuación administrativa por parte de la Corregidora de La Florida de entrega real y material del inmueble denominado La Conga, predio rural Lote No. 2, identificado con los folios de las matrículas inmobiliarias Nos.090-62088 y 290-152714, por comisión hecha por la S.A.E. S.A., SE HIZO d de Activos Especiales SAE (S.A.S.), se debe advertir que                                                                         si bien el primero de ellos, actualmente constituye el domicilio del  núcleo familiar del accionante, el cual está integrado por un menor de edad y una hija que presenta una discapacitada, ha de señalarse que tales argumentos, no son suficientes para demostrar la afectación real de las prerrogativas fundamentales invocadas, pues ese inmueble no es de su propiedad y que fue afectado con una medida cautelar por parte de la FGN dentro del trámite de extinción de dominio. De todos modos, el accionante cuenta con otros mecanismos de defensa tales como los medios de control de nulidad y restablecimiento del derecho y de simple nulidad (Reguladas en los artículos 137 y 138 del CPACA) mediante los cuales el accionante puede demandar e incluso solicitar la  suspensión provisional  de desalojo de la finca La Conga, medios de control contenciosos administrativos, que aún no ha agotado, o al menos no obra prueba en el expediente al respecto. 
6.6.5. De acuerdo a lo anterior, se insiste que es viable que a pesar de la existencia de los medios ordinarios, el actor pueda acudir a la justicia constitucional, pero a condición de que acredite un perjuicio irremediable
, que aquí se alega con fundamento en  el acto de entrega real y material del mueble denominado La Conga ubicado en la vereda San José, corregimiento La Florida, jurisdicción de Pereira,  por lo que esta Sala estima que dicha diligencia comisionada por la S.A.E. S.A.S. no es insuficiente para promulgar la irremediabilidad predicada, por el hecho de no existir una sentencia judicial en firme, pues como quedó establecido anteriormente, bajo ese contexto no concurren las características de inminencia del daño, gravedad, urgencia e impostergabilidad, puesto que el medio de control administrativo sí es idóneo y eficaz para resolver la cuestión planteada por el actor.  Para el efecto resulta pertinente reiterar que la Corte Constitucional ha establecido los requisitos que se deben cumplir para que el perjuicio mencionado permita la intervención inmediata del juez de tutela, definición que se ha reiterado en varios pronunciamientos, entre ellos, en el siguiente:

“Se entiende por irremediable el daño para cuya reparación no existe medio o instrumento. Es el daño o perjuicio que una vez se produce, no permite retrotraer las circunstancias al estado anterior a la vulneración del derecho. El legislador abandonó la teoría del daño no resarcible económicamente, que en oportunidades se ha sostenido, en especial para considerar algunos elementos del perjuicio moral. Se ha considerado, por intérpretes de la norma, que su redacción adolece de defecto al afirmar que el dicho perjuicio irremediable sería aquél no reparable en su integridad, mediante indemnización, interpretación equivocada porque abandona la manifestación expresa y literal de la ley. Se trata de daños como la pérdida de la vida, o la integridad personal, que pudiendo ser indemnizados totalmente en sus efectos materiales y morales, no puede recuperarse por ningún medio”. (Ver Sentencia T-823 de 1999).
6.6.6. En ese orden, al no cumplir el demandante con la carga probatoria mínima exigible para que en sede constitucional pueda inferirse la ocurrencia del hecho vulnerador de las prerrogativas fundamentales invocadas, se insiste, no es posible acceder a la petición de amparo ni si quiera de manera transitoria.  Como consecuencia de la anterior declaración, se confirmará la sentencia de primer grado.
DECISIÓN 
Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia de tutela proferida el 25 de noviembre de 2016 por el Juzgado 4º Penal del Circuito de Pereira, Risaralda, dentro de la tutela interpuesta por el señor Ernesto de Jesús García Cardona en contra de la FGN y otros,  en lo que fue objeto de impugnación.
SEGUNDO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
WILSON FREDY LÓPEZ
Secretario   
� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-1.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-2.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-3.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-4.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-5.


� Sentencia T - 903 de 2008 entre otras.


� Sentencia T - 1219 de 2001


� Decreto 2591 de 1991, artículo 38. Sentencia T-407 de 2005 entre otras.


� Sentencia T-409 de 2008 


� Sentencia T-011 de 1997 entre otras.


� CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-800A de 2011.
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